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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 

Rodríguez Casillas y el Juez Candelaria Rosa. 
 

 
Rodríguez Casillas, Juez Ponente 
 

 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 11 de marzo de 2015. 

 
El 22 de octubre de 2014 comparecen ante nos los querellados-

recurrentes: First Medical Health Plan, Inc., e Integrate Community 

Health System, Inc., mediante el presente recurso de revisión judicial.  

Recurren de la resolución emitida el 12 de septiembre de 2014 por la 

Secretaría Auxiliar para la Reglamentación de Facilidades de Salud, 

División de Vistas Administrativas del Departamento de Salud de Puerto 

Rico,1 a raíz de la querella núm. 13-11-074 presentada el 18 de 

noviembre de 2013 por las querellantes-recurridas: Mennonite General 

                                                 
1 Archivada en autos y depositada en el correo ese mismo día del 12 de septiembre de 

2014. 
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Hospital, Inc.; Hospital Menonita de Caguas, Inc.; Ryder Memorial 

Hospital, Inc.; Aguadilla Medical Services, Inc.; Servicios Médicos 

Integrados de Fajardo, PSC; y, Caribe Physicians Plaza Corporation. No 

obstante, el 2 de octubre de 2014 las partes querellantes-recurridas 

presentaron: Moción en Solicitud de Determinaciones de Hechos 

Adicionales en Solicitud de Reconsideración de la Resolución.  Dicha 

moción fue declarada no ha lugar el 17 de octubre de 2014. 

El 21 de noviembre de 2014 Ryder Memorial Hospital, Inc., 

presentó ante este foro apelativo la oposición al presente recurso de 

revisión.   El 22 de diciembre de 2014 Mennonite General Hospital, Inc.; 

Hospital Menonita de Caguas, Inc.; Aguadilla Medical Services, Inc.; 

Servicios Médicos Integrados de Fajardo, PSC; y, Caribe Physicians Plaza 

Corporation presentaron en conjunto su oposición.   

Con el beneficio de los escritos sometidos por ambas partes, 

procedemos a revocar la Resolución recurrida por los siguientes 

fundamentos. 

-I- 

 El 18 de noviembre de 2013 Mennonite General Hospital, Inc.; 

Hospital Menonita de Caguas, Inc.; Ryder Memorial Hospital, Inc.; 

Aguadilla Medical Services, Inc.; Servicios Médicos Integrados de 

Fajardo, PSC; y, Caribe Physicians Plaza Corporation, presentaron la 

querella núm. 13-11-074 ante la Secretaria Auxiliar para la 

Reglamentación de Facilidades de Salud, Departamento de Salud de 

Puerto Rico (en adelante SARAFS o Departamento de Salud).  Alegaron 

que First Medical Health Plan, Inc. (en adelante First Medical); Integrate 
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Community Health System, Inc. (en adelante Integrate); y, EJA Property 

Group, Inc. (en adelante EJA) violaron las disposiciones de la Ley de 

Certificados de Necesidad y Conveniencia (en adelante Ley de CNC),2 y 

las disposiciones del Reglamento Núm. 112 del Departamento de Salud, 

aprobado el 9 de marzo de 2004 (en adelante el Reglamento 112).  En 

específico, adujeron que el Departamento de Salud concedió cinco (5) 

certificados de necesidad y conveniencia (en adelante CNC) en favor de 

First Medical para operar cuatro (4) centros de diagnósticos y 

tratamientos (en adelante CDT) en las regiones de Caguas, Guayama, 

Aguadilla y Humacao; y, un centro de cirugía ambulatoria en la región 

de Caguas.  Indicaron que First Medical obtuvo los cinco (5) CNC 

induciendo a error al Departamento de Salud para aprovechar una 

excepción al proceso que no le correspondía, sin notificar a las partes 

afectadas por el servicio, y en violación a su debido proceso de ley.3 

 Oportunamente, First Medical, Integrate y EJA presentaron su 

oposición a la querella.  Luego de varios trámites procesales, el 

Departamento de Salud, a través de Secretaria de Salud acogió el 

Informe de Resolución Sumaria y la recomendación de la Oficial 

Examinadora y emitió la Resolución recurrida.  Estableció como única 

controversia a resolver: 

No nos corresponde, entonces, entrar en los méritos de la 
viabilidad de las facilidades, sino únicamente determinar si, en 
efecto, el proceso fue legítimo o no, si los querellados provocaron la 
concesión de los CNCs a base de engaño y si el proceso vulneró el 
debido proceso de ley de las facilidades similares.4 

 

                                                 
2 Ley Núm. 2 del 7 de noviembre de 1975, según enmendada. 
3 Véase, la resolución recurrida a la pág. 1297 del apéndice de la parte recurrente. 
4 Véase, la resolución recurrida a la pág. 1316 del apéndice de la parte recurrente. 
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 En primer orden, en la pág. núm. 23 de la Resolución recurrida 

estableció que el Departamento de Salud no cometió error de juicio al 

identificar a First Medical como una organización para el mantenimiento 

de la salud (siglas en inglés: HMO).  Así, dispuso: 

No hay evidencia que nos mueva a concluir que el Comisionado de 
Seguros, experto en estos términos, haya emitido certificaciones de 
autoridad erróneos. 
Entendemos que la documentación presentada acreditaba 

con suficiente claridad que First Medical es un HMO. 
Ante esa documentación presentada con cada solicitud de los 
CNCs en controversia, no vemos que haya habido error de 
juicio alguno de parte del Departamento de Salud al 

identificar al solicitante First Medical como un HMO bona 

fide.5 

 

En segundo orden, en la pág. núm. 24 de la Resolución recurrida 

reconoce el proceso alterno existente para evaluar las solicitudes para 

que un HMO pueda obtener un CNC.  En lo pertinente, resuelve lo 

siguiente: 

Quedando entonces claro que el solicitante [parte recurrente] es, 
de hecho, un HMO, los servicios de salud que solicita, para los 
cuales hace falta un CNC, ¿deben estar sujetos al proceso 
ordinario de concesión de los mismos, y a los criterios del 
Reglamento para cada servicio y/o facilidad? 
Bajo el Art. 6 de la Ley Núm. 2, supra, y el Art. VIII del Reglamento 
Núm. 112, supra, todo HMO puede acudir a este Foro y solicitar 
un CNC para brindar sus servicios, CNC que deberá serle 
concedido, si se cumple con dos (2) requisitos: 

 Si la transacción contemplada es indispensable para 
cubrir las necesidades de la matrícula actual y potencial 
de la organización; y 

 Ésta no puede proveer los servicios de salud por largos 
periodos de tiempo y con médicos asociados con la 
facilidad a un costo razonable y consecuente con la 
manera de operar de la organización. 

Es decir, que si los CNCs que se solicitan son para servir 

exclusivamente a su matrícula, y las solicitudes cumplen 
con los requisitos mencionados, los CNCs deben ser 

aprobados. 

                                                 
5 Id. 
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Es evidente que este articulado crea un procedimiento alterno para 
la concesión de CNCs a los HMOs.  Este procedimiento alterno ha 
sido reiterado desde la promulgación del Reglamento 2711 de 1 de 
octubre de 1980, la del Reglamento Núm. 56 el 15 de agosto de 
1986, el Reglamento Núm. 89 el 20 de octubre de 1997, y el actual 
Reglamento Núm. 112 de 9 de marzo de 2004. 
Ahora bien, “alterno” no significa que sea un proceso sumario, ni 
expedito, ni que los CNCs se concederán de forma automática.  
Sino que esta aprobación está sujeta a un proceso evaluativo por 
parte del Departamento de Salud.6 

 

En tercer orden, en la pág. núm. 27 de la Resolución recurrida 

aborda el tema sobre si hubo intención de la parte recurrente de inducir 

a error al Departamento de Salud al concederle el CNC.  En específico 

expresa: 

Intención de inducir a error: 
No se puede concluir que los querellados [aquí 
recurrentes] hayan violado el proceso 

intencionalmente, dado que invocaron una excepción 
reglamentaria. 

Por tanto, recomendamos que, en lugar de revocar los CNCs, 
se paralicen los mismos, con todas las consecuencias que 
ello provoque, y se le conceda al co querellado First Medical 
treinta (30) días para que someta sus solicitudes al proceso 
de vistas administrativas, cuyas solicitudes habrán de 
evaluarse, denegarse o concederse dentro del periodo 
reglamentario para ello. 
Tampoco existe evidencia de que First Medical hubiera 

tenido la intención de engañar al Departamento, o de 
que la documentación presentada sea falsa. 

Ciertamente, el Informe de Viabilidad que acompañó la 
solicitud del CNC para el CDT de Caguas hizo referencia a 
que sus suscriptores se quedaron sin un suplidor de 
servicios con la subasta de las operaciones del Hospital San 
Juan Bautista. 
Según el hecho incontrovertido #38, el licenciado Fabio 
Quiñones, del Departamento de Salud, entendió que los 
servicios solicitados correspondían a una reubicación de 
servicios que ya no se estarían presentando en el Hospital 
San Juan Bautista de Caguas. 
Pero, no hay constancia en los expedientes ni en los 

hechos estipulados que establezca categóricamente 
que First Medical trajera ese dato al Departamento con 

el propósito de inducirlo a error.  De hecho, First 
Medical NO presentó una solicitud de reubicación, sino 

un nuevo servicio. 

                                                 
6 Véase, la resolución recurrida a la pág. 1319 del apéndice de la parte recurrente 
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Al contrario, es un hecho no controvertido que First Medical 
nunca operó facilidad de salud alguna en el Hospital San 
Juan Bautista de Caguas (hecho no controvertido #26). 
Por tanto, cualquier error en que incurriera el 
Departamento de Salud sobre los servicios en el 

Hospital San Juan Bautista quedó subsanado al 

evaluarse las solicitudes como unas de nueva facilidad 
y no como solicitudes de reubicación.7 

 

En cuarto orden, trata el proceso seguido de conformidad a la ley 

y reglamento aplicable para el CNC que los recurrentes obtuvieron, la 

Resolución recurrida, en la pág. núm. 28, resolvió lo siguiente: 

Omisiones procesales: 
Aducen los querellantes [aquí recurridos] que los querellados 
[aquí recurrentes]  no presentaron carta de intención ni 
llenaron el formulario de solicitud de CNC. 
El Art. VIII del Reglamento Núm. 112 no requiere se utilice 

el formulario de solicitud de CNC para este proceso 
alterno.  Pero sí requiere la presentación de la carta 

de intención con treinta (30) días de antelación a la 

presentación de la solicitud. 
Sin embargo, esta omisión, por sí sola, no justifica la 

revocación de los CNCs.8 
 

 En la misma pág. núm. 28 la Resolución recurrida entra a 

concluir si hubo una violación al debido proceso de ley a los recurridos, 

cuando el propio Departamento de Salud otorgó los CNC a los 

recurrentes.  Al respecto concluyó lo siguiente: 

V. CONCLUSIÓN 
Entre todas las causas traídas en la Querella, ésta expone 
una que justifica un remedio: el debido proceso de Ley que 
ameritan las facilidades afectadas por las propuestas. 
No tenemos elementos de juicio para concluir que los 
co querellados First Medical Health Plan, Inc. e 

Integrate Community Health System, Inc. hallan 

inducido a error al Departamento de Salud. 
Tampoco podemos concluir que hayan pretendido 

utilizar ilegítimamente el proceso, ni que el 
Departamento de Salud, al conceder los CNCs, lo haya 

hecho de forma ultra vires. 

Por eso, la Secretaria de Salud debe darles una oportunidad 
a las facilidades propuestas de que comparezcan al proceso 

                                                 
7 Véase, la resolución recurrida a la pág. 1322 del apéndice de la parte recurrente. 
8 Véase, la resolución recurrida a la pág. 1323 del apéndice de la parte recurrente. 
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para que su necesidad y conveniencia sea evaluada a la luz 
de los criterios reglamentarios existentes.9 

 

Finalmente, en la pág. 29 de la Resolución recurrida, el 

Departamento de Salud, en lo pertinente, dispuso: 

DECLARA SIN LUGAR la Querella de epígrafe por inducción 
a error contra los querellados, DECLARA CON LUGAR la 
Querella de epígrafe por falta al debido proceso de Ley, 
DECRETAR paralizados los CNCs número:  12-051 

(expediente de CNC 12-04-014), 12-189 (expediente de 

CNC 12-04-069), 12-190 (expediente de CNC 12-12-073), 
12-191 (expediente de CNC 12-04-068), y 12-192 

(expediente de CNC 12-04-070), conceder treinta (30) días 
al querellado First Medical para presentar sus solicitudes 
mediante citación a las partes afectadas en cada región 
correspondiente, y ORDENAR a SARAFS evalúe y atienda 
las solicitudes en el periodo reglamentario correspondiente al 
proceso ordinario, al cabo del cual, de aprobarse las 
solicitudes, deberán restablecerse los CNCs, y de denegarse, 
deberán ser revocado.10 

 

Inconformes, First Medical e Integrate recurren ante este foro 

apelativo, señalando los siguientes dos errores: 

ERRÓ LA SECRETARIA DE SALUD AL PARALIZAR DE 

FORMA ULTRA VIRES LA VIGENCIA DE CINCO CNCs 

DEBIDAMENTE EMITIDOS Y OBLIGAR A LAS 

QUERELLADAS A CUMPLIR CON UN PROCEDIMIENTO 

INEXISTENTE EN LEY Y EN VIOLACIÓN A SUS DERECHOS 

ADQUIRIDOS. 

ERRÓ LA SECRETARIA DE SALUD AL EMITIR UNA 

RESOLUCIÓN LEGISLATIVA QUE MODIFICA EL ESTADO DE 

DERECHO VIGENTE SIN SEGUIR EL PROCEDIMIENTO DE 

REGLAMENTACIÓN ESTABLECIDO EN LA LEY DE 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO UNIFORME. 

 

-II- 

Examinemos el derecho aplicable a la controversia que atendemos 

en el presente caso. 

                                                 
9 Id. 
10 Id., a la pág. 1324. 
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Nuestro Tribunal Supremo se ha pronunciado en torno al 

alcance del poder de revisión de los tribunales sobre los dictámenes de 

las agencias administrativas.  En torno al mismo ha expresado que los 

dictámenes de los organismos administrativos merecen la mayor 

deferencia judicial.  Dicha deferencia tiene su fundamento último en 

que son los organismos administrativos los que cuentan con el 

conocimiento experto y con la experiencia especializada sobre los 

asuntos que se les encomiendan.  Por tal razón, es un principio 

firmemente establecido que las decisiones de las agencias 

administrativas tienen una presunción de legalidad y corrección que 

los tribunales deben respetar, mientras la parte que las impugna no 

produzca suficiente evidencia para derrotarlas.11 

 En torno al alcance de la revisión, la Ley de Procedimiento 

Administrativo (en adelante L.P.A.U.) establece que: 

Las determinaciones de hechos de las decisiones de las 
agencias serán sostenidas por el tribunal, si se basan en 
evidencia sustancial que obra en el expediente 
administrativo. 
Las conclusiones de derecho serán revisables en todos 

sus aspectos por el tribunal.12 

 
 En su interpretación de esta sección de la L.P.A.U., nuestro 

Tribunal Supremo ha dicho que: 

…el criterio de razonabilidad es el que un tribunal 
debe usar para revisar las determinaciones e 
interpretaciones de una agencia administrativa.  Por 
esta razón, y en armonía con la finalidad que persigue, 
la revisión judicial de dictámenes administrativos se 
debe limitar a determinar si la agencia actuó 
arbitraria o ilegalmente, o en forma tan 

                                                 
11 Calderón Otero v. Corporación del Fondo del Seguro, 181 D.P.R. 386, 395 (2011), 

(citas internas omitidas). 
12 3L.P.R.A. § 2175. 
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irrazonable que su actuación constituye un abuso 
de discreción. 

No obstante lo anterior, este Tribunal ha señalado que 
las conclusiones de derecho de las agencias 

administrativas, distinto a las determinaciones de 
hecho, el tribunal las puede revisar en todos sus 
aspectos, sin sujeción a norma o criterio alguno.  

Esto, sin embargo, no significa que al ejercer su 
facultad revisora, el tribunal pueda descartar 
ligeramente las conclusiones e interpretaciones de 

la agencia gubernamental, sustituyendo el criterio 
de ésta por el propio.13 

 
-III- 

 Analicemos ahora la controversia ante nuestra consideración a la 

luz del derecho previamente discutido. 

 En síntesis, la parte recurrente señala que la Secretaria de Salud 

erró al paralizar de forma ultra vires la vigencia de cinco CNC 

debidamente emitidos y obligarlos a presentar nuevamente dichas 

solicitudes, sin apoyo alguno en el récord, la ley y el reglamento citado.  

Tienen razón. 

 La Resolución recurrida planteó como controversia tres (3) 

asuntos a resolver: 

[s]i, en efecto, el proceso fue legítimo o no, si los querellados 
provocaron la concesión de los CNCs a base de engaño y si 
el proceso vulneró el debido proceso de ley de las facilidades 
similares. 

 

En los primeros dos (2) asuntos en controversia concluyó 

categóricamente que el proceso para la obtención del CNC fue legítimo 

en las cinco (5) facilidades y que no hubo engaño alguno de parte de 

los recurrentes en dicho proceso.  En ese sentido expresamente 

concluye: 

                                                 
13 Calderón Otero, supra, págs. 396-397. 
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No tenemos elementos de juicio para concluir que los 

co querellados First Medical Health Plan, Inc. e 
Integrate Community Health System, Inc. hallan 

inducido a error al Departamento de Salud. 
Tampoco podemos concluir que hayan pretendido 

utilizar ilegítimamente el proceso, ni que el 

Departamento de Salud, al conceder los CNCs, lo haya 
hecho de forma ultra vires.14 

 

Noten que en el segundo párrafo de la cita antes mencionada, 

reitera que los recurrentes no utilizaron ilegítimamente el proceso 

alterno, y acto seguido, concluye que el Departamento de Salud no 

actuó ultra vires al conceder los CNCs en controversia.  Sin embargo, 

resulta irrazonable y contrario al derecho citado en la Resolución 

recurrida decretar paralizados los CNCs concedidos para que sean 

evaluados en el periodo reglamentario correspondiente al proceso 

ordinario.   

Si bien es cierto que la Secretaria de Salud tiene discresión para 

ordenar los servicios médicos del país, ello no es un poder irrestricto.  

En este caso, las recurrentes cumplieron con todos los requisitos 

vigentes para obtener un CNC bajo el proceso alterno.  Paralizar ahora 

esos certificados y exigir que sean evaluados en un proceso ordinario, a 

todas luces resulta en un claro abuso de discresión.  Reiteramos, si los 

recurrentes obtuvieron sus certificaciones legítimamente y el 

Departamento de Salud no actuó ultra vires al concederlos, es forzoso 

concluir que es irrazonable la paralización de los mismos. 

En fin, la actuación del Departamento de Salud demostró un claro 

abuso de discreción, por lo que este foro de apelación revoca la 

Resolución recurrida y se ordena la vigencia inmediata de los CNCs 
                                                 
14 Véase, la conclusión de la Resolución recurrida a la pág.1323 del apéndice. 
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número:  12-051 (expediente de CNC 12-04-014), 12-189 (expediente 

de CNC 12-04-069), 12-190 (expediente de CNC 12-12-073), 12-191 

(expediente de CNC 12-04-068), y 12-192 (expediente de CNC 12-04-

070). 

-IV- 

 Por los fundamentos antes expresados, se revoca la Resolución 

recurrida y se ordena vigencia inmediata de los CNCs paralizados.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

               Lcda. Dimarie Alicea Lozada  
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


